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INFORME DE LEGALIDAD RELATIVO A LA PROPUESTA DE CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE EUSKADI, A TRAVÉS DEL ORGANISMO AUTÓNOMO LANBIDE–SERVICIO VASCO DE EMPLEO, Y EL DEPARTAMENTO DE HACIENDA Y FINANZAS DE LA DIPUTACIÓN FORAL DE BIZKAIA EN MATERIA DE INTERCAMBIO RECÍPROCO DE INFORMACIÓN.
I. ANTECEDENTES
Desde la Dirección de Servicios Generales de LANBIDE-EUSKAL ENPLEGU ZERBITZUA se ha solicitado telemáticamente informe de legalidad en relación a la iniciativa de referencia.

El presente informe se emite en virtud de las competencias que al Departamento de Administración Pública y Justicia, y a la Dirección de Desarrollo Legislativo y Control Normativo de la Viceconsejería de Régimen Jurídico, confieren, respectivamente, el artículo 6.1 h) del Decreto 20/2012, de 15 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos, y el artículo 13.1.c) del Decreto 188/2013, de 9 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Administración Pública y Justicia.
II. OBJETO DEL CONVENIO
El objeto del convenio que se somete a nuestro informe aparece recogido en la cláusula primera del texto: “…establecer las condiciones y procedimientos por los que se debe regir la relación de colaboración en el intercambio recíproco de información entre el Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia y el organismo autónomo Lanbide-Servicio Vasco de Empelo, preservando en todo caso los derechos de las personas a que se refiera la misma.”
Previamente, la parte expositiva del convenio ya anuncia su objeto al hacer referencia a las funciones que llevan a cabo el Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia, y el Organismo Autónomo Lanbide, adscrito a la Administración de la CAPV, así como a la conveniencia del intercambio de información entre ambas entidades para el correcto desempeño de esas funciones que les son propias, lo que tiene su reflejo en la cláusula segunda del texto, donde se expresa la finalidad para la cual son cedidos los datos de una forma recíproca.

III. COMPETENCIA
Las competencias de Lanbide-Servicio Vasco de Empleo se encuentran reguladas en la Ley 3/2011, de 13 de octubre, sobre Lanbide-Servicio Vasco de Empleo, que lo creó como organismo autónomo, y en sus propios Estatutos, aprobados por Decreto 82/2008, de 22 de mayo.

Así, Lanbide-Servicio Vasco de Empleo tiene como finalidad “contribuir al pleno desarrollo del derecho al empleo, estable y de calidad, y favorecer la configuración de un mercado de trabajo que contribuya de forma eficiente a garantizar la empleabilidad de las personas trabajadoras, y a cubrir las necesidades de personal adaptado a los requerimientos de las empresas, así como a favorecer la cohesión social y territorial, a través de la gestión de las políticas de empleo y de ejecución de la legislación laboral que le sean encomendadas” (art. 2 de la citada Ley 3/2011).

Para el cumplimiento de esta finalidad, la Ley 3/2011 atribuye a Lanbide una serie de funciones (artículo 3), todas ellas en el ámbito de la gestión de la intermediación y de las políticas activas de empleo, cuyo ejercicio corresponde a la CAE tras el traspaso, con efectos desde el 1 de enero de 2011, de las funciones y servicios que en materia de empleo y formación profesional para el empleo realizaba hasta entonces también en nuestro ámbito el Servicio Público de Empleo Estatal.

La transferencia se produce en los términos recogidos en el Acuerdo de la Comisión Mixta prevista en la Disposición Transitoria Segunda del Estatuto de Autonomía del País Vasco, acuerdo adoptado en su sesión 28 de octubre de 2010, y aprobado por R.D. 1441/2010, de 5 de noviembre, y por Decreto del Gobierno Vasco 289/2010, de 9 de noviembre.

La iniciativa que se informa es un convenio de colaboración entre dos Administraciones Públicas para, como se ha adelantado, el intercambio mutuo de la información que precisan para el ejercicio de sus funciones, haciendo así efectivo el principio de colaboración interadministrativa previsto con carácter general en el artículo 4.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

IV.- PROCEDIMIENTO
En tanto propuesta de convenio a celebrar entre la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco, y otras Administraciones y entes de la CAPV, compete al Consejo de Gobierno la autorización de su suscripción, procediendo, asimismo, su comunicación al Parlamento Vasco por la Secretaría del Gobierno y de Relaciones con el Parlamento, a los efectos de su autorización previa, al pretender suscribirse con un Territorio Histórico, en este caso con el de Bizkaia.

Tal proceder está previsto de manera explícita en las Normas por las que se determinan los convenios que deben ser autorizados por el Consejo de Gobierno y se regula la negociación, tramitación, suscripción, publicación y seguimiento de los mismos, aprobadas por el Consejo de Gobierno en su sesión del día 9 de enero de 1996 –en particular, normas 3ª, 6ª y 10ª.
Sobre la competencia del organismo autónomo Lanbide para promover la celebración del convenio, y del consejero de Empleo y Políticas Sociales para suscribirlo en calidad de Presidente de Lanbide y representante del mismo, procede señalar lo dispuesto en el artículo 3, letra k) de la Ley 3/2011, de 13 de octubre, que le atribuye la facultad de suscripción de convenios en materia de empleo y formación, estableciendo asimismo que corresponde al consejo de administración de Lanbide la aprobación (artículo 8 e), y a su presidente la firma en nombre del organismo autónomo (art. 9 c). 
Por otro lado, La Ley 27/1983 de 25 de noviembre de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, establece que los Órganos Forales de los Territorios Históricos tienen competencia exclusiva, que ejercitarán de acuerdo con el régimen jurídico privativo de cada uno de ellos, en las materias establecidas en el artículo 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario (artículo 7 a. punto 6).

Por su parte, la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, en su artículo primero, atribuye a las respectivas Diputaciones Forales las competencias de exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación de los tributos que  integran el sistema tributario de los Territorios Históricos, de tal modo que corresponde a tales Diputaciones llevar a cabo las actuaciones administrativas necesarias para que se aplique con generalidad y eficacia el sistema tributario dentro de su ámbito de competencias.

En este marco jurídico que regula sus respectivas funciones, el organismo autónomo Lanbide-Servicio Vasco de Empleo y el Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia consideran beneficioso para el cumplimiento de sus respectivos fines el establecer un sistema estable y recíproco de intercambio de información, y éste es el objetivo del convenio objeto de este informe. En lo que hace referencia a esta Administración de la CAPV, el interés propio, residenciado en Lanbide, es el mejor ejercicio de su concreta función de revisión y control de las ayudas, subvenciones y prestaciones concedidas por este organismo autónomo, con la finalidad última de luchar contra el fraude en la percepción de las mismas.

V.- CONTENIDO DEL CONVENIO
Como se ha dicho, de la lectura de las cláusulas primera y segunda del convenio se deduce que el intercambio de información se precisa, por un lado, por parte de Lanbide para la revisión y control del fraude en relación con las ayudas y subvenciones concedidas por este organismo, así como para la revisión y control del fraude en relación con las prestaciones económicas de garantía de ingresos reguladas en la Ley 18/2008, y en relación con cualquier prestación, ayuda o subvención que pueda gestionar en el futuro. Y, por otro lado, por parte del Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia, la información en cuestión se precisa para el ejercicio de sus referidas funciones tributarias.

Fundamentada la sujeción a derecho del intercambio de información entre las Administraciones firmantes en atención a las mencionadas competencias y funciones que les son propias, resulta fundamental detenerse en la legalidad de esa cesión de datos en lo que hace referencia a los derechos de los/as ciudadanos/as afectados/as, teniendo en cuenta que gran parte de la información que se prevé en el convenio como objeto de cesión de una entidad a otra contiene, sin duda, datos de carácter personal protegidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y que el intercambio de información que nos ocupa ha de dar cumplimiento a los mandatos recogidos en esta Ley.

En tal sentido, la cláusula tercera del texto afirma expresamente que la cesión de información recíproca entre las partes del convenio no precisa de la autorización de los interesados, con invocación de lo dispuesto en el artículo 11.2.a) de la citada Ley Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal.

En principio, esta Ley Orgánica establece en su artículo 11.1 que los datos de carácter personal objeto del tratamiento solamente pueden ser comunicados a un tercero para el cumplimiento de fines directamente relacionados con las funciones legítimas del cedente y del cesionario con el previo consentimiento del interesado.
A continuación, el párrafo 2 del mismo artículo recoge una serie de supuestos que quedan exceptuados de esta condición, es decir, supuestos en los que la cesión no precisa de tal consentimiento, entre ellos: “a) cuando la cesión esté autorizada en una ley.”

Este es el supuesto en el que (tal y como se recoge en la parte expositiva del convenio, así como en las memorias e informes que acompañan a la iniciativa) se basa la cesión de información mutua entre el organismo autónomo Lanbide y la Diputación Foral de Bizkaia, identificándose como aquella preceptiva habilitación legal, en lo que hace referencia a la cesión de datos desde el organismo autónomo Lanbide a la Diputación Foral de Bizkaia (para el ejercicio de las funciones tributarias de ésta), lo dispuesto en Norma Foral 2/2005, de 10 de marzo, General Tributaria, del Territorio Histórico de Bizkaia;  y en lo que se refiere a la cesión de datos desde la Diputación Foral de Bizkaia al organismo autónomo Lanbide-Servicio Vasco de Empleo (para el ejercicio de las funciones de éste), en las normas autonómicas con rango de ley sectoriales aprobadas en materia de empleo y en materia de prestaciones de garantía de ingresos (en concreto, Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, y Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la garantía de ingresos y para la inclusión social), que prevén la necesidad de Lanbide de obtener información de otras Administraciones -y entidades privadas, en su caso-, y por tanto, la obligación de que les sea cedida por aquéllas, por un lado, para el cumplimiento de los fines que le son propios como servicio público de empleo que es, y por otro lado, para el ejercicio de las funciones, no sólo de concesión, sino de revisión y control, de las prestaciones económicas de garantía de ingresos.

Además de invocar la citada cobertura legal, en la parte expositiva del propio convenio se asegura que en el impreso de solicitud de la renta de garantía de ingresos y prestación complementaria de vivienda se obtiene el consentimiento expreso de la persona solicitante (y el resto de miembros de unidad de convivencia), para que Lanbide-Servicio Vasco de Empleo consulte y/o solicite la información necesaria para el reconocimiento, seguimiento y control de tales prestaciones, de cualquier Organismo o Administración Pública, citando entre ellos expresamente, a las Haciendas Forales.

Pues bien, en atención a la que referíamos indudable afectación directa que el convenio produce en el régimen de protección de datos personales, y en consideración a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 2/2004, de 25 de febrero, sobre las funciones de la Agencia Vasca de Protección de Datos, entendemos fundamental en este caso el sentido del informe a emitir por este órgano sobre la conformidad de la iniciativa con tal régimen, con especial incidencia en la suficiencia de la habilitación legal que se invoca en la propuesta.

La cláusula cuarta del convenio señala los destinatarios de la información suministrada, refiriendo que la que tiene origen en la DFB sólo podrá tener por destinatario al organismo autónomo Lanbide, y en ningún caso a otros órganos, organismos o entes que realicen funciones distintas a las propias de aquél que justifican la cesión.  Sin embargo, a continuación, y en reciprocidad, no se cita el órgano de la Administración Foral que tiene encomendadas las funciones (tributarias) que justifican la cesión, cuando tal órgano, que lo es el Departamento de Hacienda y Finanzas del ente foral, aparece a lo largo del texto como detentador de esas funciones e incluso como firmante del instrumento convencional. De querer preverse con la expresión “los órganos y servicios de la DFB que tienen atribuidas las funciones que justifican la cesión” posibles cambios nominales, también ello sería de aplicación a la Administración Autonómica, lo que demanda reciprocidad también en esa identificación.

Por lo demás, se recogen en la cláusula quinta los principios de aplicación al suministro de información objeto del convenio, sobre lo que nada cabe objetar, destacando por nuestra parte los contenidos en los apartados g y h de la misma sobre (1) la intransferibilidad de los datos, sin que el cesionario pueda volver a cederlos a terceros, salvo consentimiento del afectado o autorización legal; y sobre (2) la prohibición de tratamiento ulterior de los datos por el cesionario, salvo consentimiento, asimismo, del afectado o autorización legal.
En la misma cláusula quinta se refiere expresamente la falta de contenido económico del convenio.

En la cláusula sexta se establece cuál es la naturaleza de los datos suministrados, en especial, los facilitados por la Hacienda Foral de Bizkaia, que pueden ser los declarados por los contribuyentes y otros obligados a suministrar información, y que pueden haber sido objeto o no de comprobación o validación; asimismo, pueden ser el resultado de actuaciones de comprobación e investigación y, en cualquier caso, cualquiera de las dos partes puede solicitar aclaraciones sobre la naturaleza y el contenido de los datos suministrados.

En la cláusula séptima se concreta la información que será objeto de cesión por cada una de las partes a la otra, y el modo en el que se llevará a cabo la transferencia de los datos.

Por parte del organismo autónomo Lanbide-Servicio Vasco de Empleo se suministrará al Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia, los datos sobre titulares, beneficiarios e importes de todo tipo de ayudas, subvenciones y prestaciones gestionadas por Lanbide, así como sobre los proveedores, licitadores, contratistas y subcontratistas e importes de los contratos en los que sea parte Lanbide y todos aquéllos que sean solicitados por la Hacienda Foral a Lanbide y que tengan relevancia y precise aquélla para el ejercicio de sus funciones tributarias.

No se establece una periodicidad para el traspaso de esta información, llevándose a cabo a demanda del Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia en función de sus necesidades derivadas del ejercicio de su competencia tributaria.

Por parte del Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia, la información que se suministrará al organismo autónomo Lanbide-Servicio Vasco de Empleo consiste en datos informes correspondientes a beneficiarios concretos de ayudas, subvenciones o prestaciones concedidas por este organismo autónomo, sobre los que recaiga la actuación de control de Lanbide a los efectos de luchar contra el fraude en la percepción de fondos públicos, datos que tendrán que estar relacionados con requisitos y condiciones a que se sujeta la concesión y el mantenimiento del derecho tales ayudas, subvenciones o prestaciones otorgadas por Lanbide-Servicio Vasco de Empleo. Asimismo, la Diputación podrá colaborar con Lanbide en la identificación de beneficiarios de ayudas, prestaciones o subvenciones que han obtenido las mismas o las disfrutan de modo fraudulento, realizando los tratamientos de datos de sus bases, de acuerdo con los parámetros de búsqueda que le facilite Lanbide.

El suministro de esta información, de igual manera que la anterior, no tiene un carácter periódico, sino que se realizará a demanda de Lanbide-Servicio Vasco, en función de sus necesidades. Se prevé también el supuesto de que este suministro se lleve a cabo de oficio, sin necesidad de petición de Lanbide, por parte del Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia cuando, en el ejercicio de sus funciones, detecte indicios de fraude en la percepción de ayudas, subvenciones o prestaciones concedidas por Lanbide-Servicio Vasco de Empleo.

En principio, los datos así descritos y su suministro en las citadas condiciones parecen adecuados y proporcionados a la finalidad para la que se requieren, en el caso de esta Administración el cumplimiento del organismo Lanbide de su función de revisión y control de las ayudas, subvenciones y prestaciones concedidas, en aras a luchar contra el fraude en su percepción.

Sobre los medios a través de los cuales se efectuarán los suministros de información, se prevé que serán medios informáticos o telemáticos (apartado 2), dejando su concreción al acuerdo por parte de la Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento que se regula en la cláusula undécima del convenio. Por otro lado, se prevé que se facilitarán ambas partes, recíprocamente, en papel, la información que referida a un procedimiento de comprobación o investigación a un interesado “conste documentalmente no haber sido atendida”, se supone que inicialmente por dicho interesado.

Sí ha de subrayarse que el acceso directo en tiempo real a bases de datos, que se cita en el apartado 5 de esta cláusula séptima, se remite a un desarrollo posterior “cuando sea informáticamente posible”, lo que da a entender que ello no es factible en estos momentos.

El control y las medidas de seguridad de los datos suministrados se regula en la cláusula octava, según la cual esta actividad se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, en el Reglamento que la desarrolla, aprobado por el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, y en los documentos de seguridad aprobados por la Diputación Foral de Bizkaia y por Lanbide-Servicio Vasco de Empleo, respectivamente.

Se establecen controles sobre la custodia y la utilización de la información suministrada al amparo del convenio, tanto controles internos por parte de cada entidad cesionaria de la información, como por parte de la entidad titular de la información cedida.

Se prevé un seguimiento interno sobre la custodia y utilización que realicen las autoridades, funcionarios o resto de personal dependientes de las entidades cesionarias, informando a la otra entidad de los resultados obtenidos en dicho seguimiento. Asimismo, se prevé la posibilidad de que, en caso de duda sobre la custodia o utilización de la información, cada entidad cedente solicite de la cesionaria las comprobaciones y la adopción de medidas que estimen pertinentes y la posibilidad de suspender el suministro en tanto en cuanto se aclaren las dudas o se adopten las medidas precisas. Ambas entidades aceptan, además, someterse a las actuaciones de comprobación que puedan acordar los órganos correspondientes de cada una de las entidades, al objeto de verificar la adecuada obtención y utilización de la información cedida y de las condiciones normativas o convencionales que resultan de aplicación.

La obligación de sigilo de las autoridades, funcionarios y resto de personal con relación a los datos o información de que tengan conocimiento, y la exigencia de las responsabilidades correspondientes, se recoge en la cláusula novena, en los términos establecidos en el artículo 10 de la LORTAD.
La cláusula décima se dirige a recordar los efectos del suministro de la información, que se entienden limitados estrictamente al objeto y finalidad del convenio, sin que se generen, de suyo, derechos o expectativas en los afectados, más allá –ha de entenderse- de lo previsto en la legislación que les sea de aplicación, lo que también -entendemos igualmente- ha de extenderse a las obligaciones que pudieran desprenderse de las previsiones de este texto, cuya fundamentación es legal, como el texto viene a invocar desde su estricto carácter convencional interadministrativo.
La cláusula undécima regula la Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento, su composición, normas básicas de funcionamiento y funciones, remitiéndose, en lo no previsto, a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  Esta Comisión, compuesta de forma paritaria por las dos Administraciones firmantes, será la que lleve a cabo el seguimiento y control de la ejecución del convenio, resuelva las dudas sobre la interpretación del mismo y la que concrete el modo de llevar a cabo el intercambio de información.
En la cláusula duodécima se refiere la vigencia del convenio, en principio hasta el día 31 de diciembre de 2015, si bien se entenderá prorrogado por periodos anuales si no se denuncia por alguna de las partes. La denuncia puede realizarse hasta el mes anterior a la finalización de cada plazo de vigencia anual.

Ha de subrayarse que se prevé expresamente en esta cláusula la posibilidad de suspender o limitar la vigencia del convenio en los supuestos de incumplimientos acreditados de la obligación de sigilo por parte de las autoridades, funcionarios o resto de personal del ente cesionario, anomalías o irregularidades en el régimen de control, o incumplimientos de los principios y reglas que deben presidir el suministro de información.
Al respecto de esta posibilidad unilateral residenciada en ambas partes, y de la citada acreditación de esos incumplimientos, parece necesaria la referencia a una intervención previa en tales supuestos de la Comisión Mixta prevista en la cláusula undécima, ello en atención a las funciones que sobre supervisión, seguimiento y control de la ejecución del convenio se le reservan. 
Finalmente, la cláusula decimotercera hace referencia expresa a la naturaleza administrativa del convenio, considerándose excluida del ámbito de aplicación del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, pudiendo ser aplicados, sin embargo, sus principios para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse, conforme determina el artículo 4.2 de este cuerpo legislativo. 
Con las observaciones realizadas se informa favorablemente la presente iniciativa.

Este es mi informe, que emito en Vitoria-Gasteiz, a tres de octubre de dos mil catorce, y someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

EL LETRADO
David Salinasarmendariz Gonzalez de Urbina
Donostia - San Sebastian, 1 –  01010 VITORIA-GASTEIZ

 tef. 945 01 86 30 – Fax 945 01 87 03

PAGE  
11

_999595159.bin

_999595182.bin

